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Bucaramanga, octubre 28 de 2021 
 
 
Señores  
JUZGADO 7 CIVIL DEL CIRCUITO 
Ciudad 
 
REF.   RAD.  No.207 DE 2012-ACCION POPULAR 

DDO.  MCDONALS 
 DTE.    JAIME O. MARTINEZ G. 
 
Dentro del término legal solicito se conceda el recurso de APELACION  y/o en subsidio el de 
QUEJA, contra la sentencia notificada por ESTADOS del 26 de octubre de 2021; recurso de 
apelación que de ser concedido y admitido en segunda instancia como lo he referido en 
memorial que ante sede, me reservo el derecho a complementarlo, al observarse que no es 
congruente los argumentos del a quo especialmente en lo referente al concluir que la norma 
no exige que los establecimientos de comercio como el que nos ocupa, el cual presta un 
“SERVICIO PUBLICO ESENCIAL” (Dar en préstamo y cobro de dinero) de acuerdo objeto social 
registrado ante la Cámara de Comercio allegado al expediente, por ende, está la 
accionada llamada a ofrecer un trato en IGUALDAD a todos; como referente se tienen las 
siguientes leyes entre otras las citadas en los alegatos de conclusión del actor popular: 
 

1-La Ley 361 del 7 de febrero de 1997, “Por la cual se establecen mecanismos de integración 
social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones.”;  el Decreto 2369 del 22 
de septiembre de 1997, “por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 324 de 1996”; la Ley 
982 de agosto 2 de 2005, “por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de 
oportunidades para las personas sordas y sordociegas y se dictan otras disposiciones.”; la Ley 
Estatutaria No. 1618  del 27 de febrero de 2013, “Por medio de la cual se establecen las 
disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con 
discapacidad". 
 

2-La accionada presta el servicio a nivel nacional, el cual es un “SERVICIO PUBLICO 
ESENCIAL”, así en reiteradas jurisprudencias lo ha indicado las H. Cortes por ende es un 
servicio regulado por el Estado de acuerdo a la Constitución Nacional, en cita se trae 
algunas jurisprudencias que deja claro esto: 
 

3-En jurisprudencia del H. TRIBUNAL SUPERIOR DE BUCARAMANGA SALA CIVIL-FAMILIA, Sala 
conformada por: Mg. Ponente Dra. CLAUDIA YOLANDA RODRIGUEZ RODRIGUEZ, Dra. MERY 
ESMERALDA AGON AMADO, Dr. ANTONIO BOHORQUEZ ORDUZ, dentro de la Acción popular 
con Rad. No.003 de 2012, DDO: RAFAEL MAURICIO MENDOZA ESTEVEZ, DTE: JAIME O. 
MARTINEZ G; sentencia del 16 de mayo de 2013; este alto tribunal sentó la base 
jurisprudencial en la obligación que tienen los bancos y otros servicios relacionados con el 
servicio financiero y banca en la protección de los derechos colectivos de la población 
vulnerable, salvaguardando el principio Constitucional a la “IGUALDAD”; se transcriben 
apartes de los folios 10 y 11: 
 
“Por otro lado, es indiscutible que las entidades públicas, máxime aquellas que presten 
servicios públicos a la sociedad o servicios de capacitación e información, deberán 
contar con el personal capacitado para la debida comunicación con las personas con 
limitaciones auditivas, pues se podría decir que son necesidades básicas de todo ciudadano 
y se entiende que constantemente deben acudir a estos Establecimientos o Instituciones 
para una u otra actividad cotidiana, tal como ocurre en el antecedente jurisprudencial del 
Tribunal Administrativo del Quindío3, traído a colación por el impugnante, decisión mediante 
la cual se ordenó al Banco Agrario de Colombia –entidad privada que presta servicios de 
captación de dinero - adoptar las medidas necesarias para la instalación de señas luminosas, 
sonoras y demás que determine la Ley 982 de 2005, para la protección de las personas que 
posean algún tipo de disminución auditiva o visual, pero se resaltan los fundamentos de la 
Sala adicionales a la protección del derecho colectivo, en el sentido que la Entidad 
bancaria demandada presta el servicio de captación de dinero y se sobreentiende 
que es un servicio público general y necesarios para las personas, respecto del cual los 
usuarios y consumidores de los servicios financieros requieren de una información detallada, 
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completa y debida de los productos que han de adquirir o de los servicios que presta la 
entidad financiera, explicaciones que han de emitirse de manera personal a la 
persona que desea adquirir el producto.” (La negrilla y sub raya son mías). 
 

4-Igualmente sobre el tema de la obligación que según la Constitución tienen las entidades 
o empresas particulares que ofrecen servicios, coadyuva la reciente sentencia el Juzgado 
Décimo Civil del Circuito de Bucaramanga, y confirmada en segunda instancia dentro de la 
acción popular Rad. No.196 de 2012, DDO: BANCO DE OCCIDENTE S.A., DTE. JAIME O. 
MARTINEZ G., sentencia del 25 de junio de 2014, dejó claro la importancia para los 
colombianos del servicio bancario y el por qué se considera como servicio esencial para el 
Estado y las Altas Cortes; se trascribe apartes:  
 
“Contrario a lo afirmado en el escrito de contestación por parte de la pasiva10, el servicio 
que prestan las entidades bancarias, financieras y de crédito - en este caso el BANCO DE 

OCCIDENTE SA AGENCIA DE LA CIUDAD DE BUCARAMANGA- no corresponde únicamente a 
un servicio de interés público, pues como se dejó sentado previamente, las actividades 
financiera, bursátil y aseguradora constituyen un servicio público. Así mismo, es claro 
que las entidades privadas o particulares que prestan servicios públicos - como la 
entidad aquí accionada- tienen la obligación de incorporar el servicio de interprete 
y guía interprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran.” (La 
negrilla es mía). 
 

5-Estudiados los argumentos del a quo, obsérvese H. Magistrados que la accionada nunca 
probó cumplir con las normas que se piden hacer cumplir, a la fecha de hoy, después de 
nueve (09) años todavía ofrece una “POSICION DOMINANTE” y renuente a cumplir con la 
norma, nunca allegó al expediente documento idóneo que indique estar dispuesto a realizar 
a su interior una capacitación en “LENGUAJE DE SEÑAS COLOMBIANO (LSC)” como tampoco 
arrimó convenio idóneo escrito para subsanar su incumplimiento, por ende y de acuerdo al 
artículo 2 de la Ley 472 de 1998, en la fecha en que se radicó la acción pública e incuso a 
hoy después de 9 años todavía se sigue dando la figura jurídica de “DAÑO CONTINGENTE, 
ya que persiste la inexistencia de personal capacitado en la “LSC” o en su defecto de un 
convenio para prestar dicho servicio de comunicación; sobre el tema que consagra la Ley 
472 de 1998, en su artículo 2, se reitera la jurisprudencia del H. Tribunal Administrativo de 
Santander, dentro de la acción popular con Rad. No.298 de 2009, Ddo: MIGUEL ORDOÑEZ 
RIVERA en calidad de propietario del establecimiento de comercio Café Concierto Fátima y 
Otros, Dte: Juan David Peralta Bohórquez, Magistrada Ponente Dra. Solange Blanco 
Villamizar, Sentencia del 25 de abril de 2012; se transcriben aparte a folio 7, numeral 2. (Ver 
fotocopia anexa a los alegatos de conclusión): 
 
“Por daño contingente, se debe entender que es: 
 
“Aquél que puede suceder o no, que reviste un carácter eventual y por ende 
constituye una amenaza; por lo tanto se opone a lo seguro y necesario. Tal 
probabilidad de daño es lo que determina que la acción popular en cuestión 
tenga una función meramente preventiva en el sentido de lograr las medidas 
conducentes para evitar posibles percances que afecten a la comunidad”2”. 
(Negrilla y sub raya fuera de texto). 
 
En conexidad con lo anterior se debe recordar que el legislador ya, desde la expedición de 
la Ley 12 del 27 de enero de 1987 “Por la cual se suprimen algunas barreras 
arquitectónicas y se dictan otras disposiciones”, contemplaba de manera temprana la 
obligación de las entidades que prestan servicios esenciales como los que oferta la 
accionada en solidarizarse en la protección de las personas en situación vulnerable; 
debemos recordar que esta ley fue expedida mucho tiempo antes de la expedición de la 
Ley 361 de 1997; se trae a colación por analogía al tema el artículo 1 de la Ley 12 de 1987:   
 
“Artículo 1o. Los lugares de los edificios públicos y privados que permiten el 
acceso al público en general, deberán diseñarse y construirse de manera tal que 
faciliten el ingreso y tránsito de personas cuya capacidad motora o de orientación esté 
disminuida por la edad, la incapacidad o la enfermedad. 
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Parágrafo. Deberán acogerse a lo dispuesto en la presente Ley: las construcciones 
destinadas a la prestación de servicios de salud, como hospitales, clínicas y centros médico-
asistenciales; los centros de enseñanza en los diversos niveles y modalidades de la 
educación; los escenarios deportivos; los cines y teatros; los edificios de la administración 
pública; los edificios donde funcionen servicios públicos; los supermercados; los centros 
comerciales; las fábricas; los bancos y demás establecimientos del sector financiero; las 
iglesias; los aeropuertos; las terminales de transporte; los parqueaderos y los medios de 
transporte; los museos y los parques públicos.” (Negrilla y sub raya fuera de texto). 
 
De acuerdo a las jurisprudencias aludidas, es claro que para la fecha en que se radicó la 
acción Constitucional a hoy, se vulneraban los derechos colectivos por parte de la 
accionada, ya que no había iniciado los trámites pertinentes internos para solucionar la 
problemática incluso a hoy, esta nunca aportó documentos idóneos que indicara lo 
contrario, luego conclusión debe ser que estaba vulnerando principalmente el literal n) del 
artículo 4 de la Ley 472 de 1998, el cual reza: 
 

“n) Los derechos de los consumidores y usuarios.” 
 
Se debe recordar que la accionada es una empresa multinacional de índole internacional 
que posee numerosas sucursales en cada municipio de Colombia, luego se configura en una 
empresa de cadena de acuerdo al certificado de representación legal arrimado al 
expediente (Folios 50 y 51), donde se observa el listado de todas las matriculas de las distintas 
sedes en tan solo en la ciudad de Bogotá, faltando el listado a nivel nacional. 
 

5-1-En un caso idéntico el Juzgado Séptimo Civil del Circuito dentro de la acción popular 
con Rad. No.68001-31-03-007-2012-0015-00, demandado AUTOMORES DEL ESTE AMAYA 
SERRANO S.A. MOTORESTE S.A., con sentencia del 30 de junio de 2017, siendo una empresa 
de índole privado el operador judicial accedió a la protección de los derechos colectivos; se 
trascribe apartes (Ver anexo en PDF): 
 

 
 

6-Sobre la falta de medidas reales y eficientes por parte de la accionada para restituir los 
derechos colectivos en igualdad de condiciones a la población “SORDA” en sus 
instalaciones locativas (Sede principal en la meseta de Bucaramanga), en un caso similar el 
H. TRIBUNAL SUPERIOR DE BUCARAMANGA SALA CIVIL-FAMILIA, ha reafirmado sobre la 
obligación que tienen los establecimientos de comercio de distinto indole, los cuales a no 
dudar deben cumplir con la Ley 1346 de 2009 y demás normas concordantes; Acción 
Popular con Rad. No.195 de 2012, Ddo. Banco RED MULTIBANCA COLPATRIA S.A. Dte. Jaime 
O. Martínez G., sentencia del 5 de marzo de 2015, edictos del 10 de marzo; se transcriben 
apartes: 
 
“De suerte entonces que si no empece a tal gradualidad el Banco, no acreditó de ninguna 
manera el acatamiento a la normativa que se referencia, no huelga concluir la violación a la 
misma, como que la atención prioritaria y con comodidad que puede tener con usuarios 
discapacitados, logra el cometido propuesto en la norma, ya que ciertamente y como la 
afirma el actor popular, lo que se persigue es la conducción autónoma de dichas personas. 
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Cierto es el que el actor popular tiene sobre si la carga de la prueba de la violación que 
denuncia y para el efecto, deprecó la práctica de inspección judicial precisamente para 
evidenciar la vulneración denunciada pero no es menos cierto, que quien estaba en 
mayor capacidad de demostrar lo contrario, era el Banco accionado, conforme 
a la regla general que campea en nuestro ordenamiento y es así que partiendo de 
su afirmación del incumplimiento de la Ley en favor de personas discapacitadas, en la 
inspección judicial de la que echa mano la impugnante, no se avizoró su cumplimiento. 
 
En esa misma actuación del 12 de junio de 2014 a dos años del inicio de la acción popular, 
no se demostró in situ que existiera un plan tendiente a cumplirla, como que las afirmaciones 
realizadas por el señor Uriel Andrio Morales Lozano, asomado como representante legal del 
Banco, en dicha actuación, lograron probar lo contrario. En efecto, el hecho de que existiera 
un cubículo especial; que haya una señalización que dice haber – de la cual no hay 
constancia de la misma y mucho menos que cumpla con las normas técnicas- y la 
remisión a una página virtual, además de provenir del vocero de la entidad accionada, que 
no resultan de recibo, pues a nadie le es licito fabricar su propia prueba, no se demostró que 
todo ello (i) obedeciera a un plan institucional para dar cumplimiento a la ley en favor de las 
personas discapacitadas (ii) y si ello era así, debía haberse demostrado la efectividad o 
bondad del mismo, cosa que sencillamente no ocurrió. 
 
Se recaba una vez más, el Banco dispone de muchas conductas tendentes al cumplimiento 
de la ley a favor de la población discapacitada, pero esas conductas, deben estar 
dispuestas en todo momento al servicio de los destinatarios de la norma 
protectora. Por solo dar un ejemplo, no es obligatorio que tenga un intérprete de planta, 
pero si, contratar los servicios con una persona natural o jurídica de tal manera que se 
cuente con su disponibilidad inmediata o capacitar a algunos de sus funcionarios en 
lenguaje de señas –lo cual debe acreditar- para brindar la atención a las personas 
sordomudas que eventualmente acudan a sus instalaciones, obviamente sin desdén de otras 
conductas que apunten a la misma dirección, como sería fijación de avisos, no de cualquier 
tipo, sino los que indica la norma técnica correspondiente propios para las personas con 
discapacidad auditiva, etc. Precisamente porque no se trata de imponer a raja tabla, esta o 
aquella conducta, si menos cabo de la ley es que cada entidad debe hacer los ajustes 
necesarios para cumplir con su objetivo, asunto que subyace en el oficio suscrito por Ángela 
María Linares Villalobos, Directora Legal Para Intermediarios Financieros de la 
Superintendencia Financiera.” (Negrilla y sub raya fuera de texto). 
 

7-Existiendo claramente en el expediente los presupuestos necesarios donde se acredita la 
vulneración de los derechos colectivos de las personas con discapacidad auditiva, solicito al 
H. Tribunal REVOCAR la sentencia de primera instancia, acceder a las pretensiones de la 
demanda y condenar en costas y agencias en derecho en primera como en segunda 
instancia a la parte accionada y a favor del accionante. 
 
Constan en el expediente pruebas irrefutables que la accionada nada ha hecho de forma 
real, eficiente y digna, para cumplir con las leyes, no se puede desconocer que el servicio 
ofrecido por la accionada es un servicio público esencial, así lo predica la Constitución 
Nacional en sus artículos 333, y especialmente el 365; se transcriben: 
 
“ARTÍCULO 333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites 
del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin 
autorización de la ley. 
 
La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades. 
La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. 
El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. 
 
El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad 
económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su 
posición dominante en el mercado nacional. 
 
La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, 
el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación.” (La sub raya y negrilla fuera de texto). 
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“ARTÍCULO 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. 
Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio 
nacional. 
 
Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser 
prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, 
o por particulares. 
 
En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de 
dichos servicios. Si por razones de soberanía o de interés social, el Estado, mediante ley 
aprobada por la mayoría de los miembros de una y otra cámara, por iniciativa del Gobierno 
decide reservarse determinadas actividades estratégicas o servicios públicos, deberá 
indemnizar previa y plenamente a las personas que en virtud de dicha ley queden privadas 
del ejercicio de una actividad lícita.” (La sub raya y negrilla fuera de texto). 
 

8-Observese su señoría lo que se encuentra probado en el expediente, al estudiar el objeto 
social registrado ante la cámara de comercio de Bogotá, a no dudarlo que el objeto social 
de la accionada también ejerce la actividad bursátil; para acreditar ello se trae a estudio 
parte del objeto social: 
 
 

 

9-En conexidad con el anterior numeral, estudiene un caso análogo al presente donde el H. Tribunal Superior 

Del Distrito Judicial de Bucaramanga, Magistrado ponente Carlos Giovanny Ulloa Ulloa, accion popular Rad. 

No.68001-31-03-002-2012-00205-01, demandante Jaime Orlando Martinez García, demadnado Banco BBVA 

COLOMBIA, sentencia del 4 de febrereo de 2016, reafirma y refiere que en casos concernientes a la cactacion de 

dinero como en el presente caso el cual el objeto social incluye el PRESTAMO DE DINERO con fines de obtener 

unas utilidades, avala que la accionada tambien debe dar cumplimiento a las leyes concernientes a la inclusion 

social como politica de Estado; se trascriben apartes (Ver en PDF la sentencia): 

 

 

…… 

 

 

…… 
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….. 

 

….. 

 

 

10-Bajo el PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD y también en conexidad con el tema de la 
inclusión social de las personas en situación de discapacidad tanto temporal como 
permanente, se trae apartes del pronunciamiento de la H. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
dentro de la acción de tutela que fue negada, interpuesta por Industria Colombiana de 
Motocicletas YAMAHA S.A., Rad. No.11001-02-03-000-2019-01569-0, sentencia en primera 
instancia del 31 de mayo de 2019; se trascriben apartes (Ver anexo en PDF): 
 
 
….. 
 
 
 
….. 
 
 
 
….. 
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11-Dolida la accionante dentro de la accio  de tutela traida a estudio en el numerla 
anterior, la H. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA dentro de la acción de tutela en segunda 
instancia reforzo la necesidad de protección de los derechos colectivos por parte de las 
empresas de índole privado como en el presente caso, acción de tutela interpuesta por la 
empresa de índole privado Industria Colombiana de motocicletas YAMAHA S.A., rad. stl1033-
2019; se trae a colación apartes (Ver anexo en PDF): 
 

 
 
Entonces, de acuerdo a las jurisprudencias verticales como horizontales de los Tribunales y 
Altas Cortes, es viable con el sin número de leyes y normas citadas por el actor popular, el 
que se dé una orden de hacer al accionado o sus propietarios, ya que ha quedado 
probado que este presta un “SERVICIO ESENCIAL PUBLICO” de acuerdo a su objeto social 
registrado en el certificado de existencia y representación legal del establecimiento de 
comercio. 
 
Son entonces las acciones populares Ley 472 de 1998 contempla un DAÑO CONTINGENTE 
como fue estudiado en los casos que se trajeron anteriormente a colación, el cual en el 
presente caso se sigue dando; solicito SE ACCEDA A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
dando cumplimiento al PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD y se condene en costas y agencias en 
derecho a favor del demandante de acuerdo al Código General del Proceso, al artículo 34 
de la Ley No.472 de 1998, al C.P.A.D.A., al acuerdo 1887 de 2003 del Consejo Superior de la 
Judicatura artículos 2 y 3, y al numeral 5 del Acuerdo PSAA16-10554 de Agosto 5 de 2016 del 
Consejo Superior de la Judicatura; de este último se trascribe: 
 
“ARTÍCULO 5º. Tarifas. Las tarifas de agencias en derecho son: 
 
1-PROCESOS DECLARATIVOS EN GENERAL. 
...... 
En primera instancia.   

a. Por la cuantía. Cuando en la demanda se formulen pretensiones 
de contenido pecuniario: 
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(i) De menor cuantía, entre el 4% y el 10% de lo AÑO XXIII - VOLUMEN 
XXIII – Ordinaria No. 52 7 pedido. 

(ii) De mayor cuantía, entre el 3% y el 7.5% de lo pedido. 
 

b. Por la naturaleza del asunto. En aquellos asuntos que carezcan 
de cuantía o de pretensiones pecuniarias, entre 1 y 10 S.M.M.L.V. 

 
En segunda instancia. 

Entre 1 y 6 S.M.M.L.V.” (Negrilla y sub raya fuera de texto) 
 
Anexos: 
-Lo anunciado en PDF 
-Sentencias en casos idénticos en PDF. 
 
Cordial saludo, 

            
JAIME ORLANDO MARTINEZ GARCIA 
ARQUITECTO-ACTOR POPULAR 
C.C. No.91.229.322 de Bucaramanga 
E mail: derechoshumanosycolectivos@hotmail.com 
Celular N.3165606777 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 








































































